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1. Deljuridicismo y la aplicación mecánica de la
norma legal, a la moralización dei derecho y la
creación interpretativa

La vinculación entre la ética y la actividad judicial no es una tesis defen-
dida pacíficamente. Entre sus dettactores están fundamentalmente aquellos que
postulan que aI juez, para cumplir con la función que se le ha encomendado,
le basta conocer el derecho y decirlo silogísticamente para cada caso. Desde esa
perspectiva es perfectamente posible, y no ofrece ninguna dificultad, que alguien
sea una "mala persona" desde el punto de vista de una moral crítica o social,
y aI mismo tiempo sea un "buen juez". Por supuesto que el modelo de teoría
jurídica decimonónica europea (forjado y auspiciado por la exégesis francesa,
Savigny y el primer lhering) confía -en sintonía con NIontesquieu- en un "juez
inanimado" que sea boca de la ley para cada caso, y por consiguiente, su tarea
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era totalmente objetiva y aséptica en tanto se limitaba a identificar la norma le-
gal en la que podía subsumir en su hipótesis fáctica el caso que debía resolver
y deducir la respectiva consecuencia jurídica prevista en aquélla. En ese para-
digma, como es suficientemente sabido, las soluciones jurídicas las brindaba en _
exclusividad ellegislador y a tenor de la presunción de un "legislador plena y
perfectamente racional" la tarea judicial carecía de toda dimensión creadora y
se reducía a transitar formalmente el camino deI silogismo. Recordemos que
el objeto de la interpretación jurídica era "reconstruir el pensamiento dei Iegis-
lador ínsito en la ley" (Savigny) o, más vulgarmente, "desentranar eI sentido de
la ley según lo pretendido por ellegislador"; y a tales fines debía valerse de los
métodos interpretativos (gramatical, lógico, sistemático e histórico) que asegu-
raban un cumplimiento fiel dei juzgador a su mandato. El momento creador
deI derecho se subsumía en la nvo~untad deI legislador" y luego el modelo de
saber jurídico se cenía a los postulados propios de la ciencia físico-matemáti-
:ca que se limitaba a describir y sistematizar sin ningún compromiso con
valores. También recordemos que el modelo político europeo decimonónico
reforzaba ese cumplimiento con la amenaza penal aI juez que se apartaba deI
sentido de la ley, dado que tal comportamiento se tipificaba con el delito de
prevaricato. En definitiva, ai "voluntarismo" deI legislador europeo fuera de cual-
quier control de racionalidad y capaz de juridizar cualquier contenido en tan-
to previsto dentro de la ley, le seguía la tarea d~l doctrinario y deI juez que se
circunscribía a un saber "teórico" en tanto pretendía una descripción absolu-
tamente objetiva y sin preferencias axiológicas de aquel contenido legal [1].

Por supuesto que la perspectiva "juridicista" implícita en el referido para-
digma decimonónico fue sido puesta en crisis a lo largo de la segunda mitad
deI siglo XX, y particularmente, aI hilo deI movimiento rehabilitador de la ra-
zón práctica. En efecto, aquella pretensión de que era posible entender y ope-
rar el derecho sólo con derecho, o sea sin apertura a las dimensiones éticas, eco-
nómicas, políticas, culturales, etc., terminaba disenando un derecho que más
que reflejo de la realidad se convertia en una especie de caricatura de la misma.
Es que el derecho es inescindiblemente ético o moral [2], de manera que cual-
quier comprensión deI mismo que margine esa dimensión estará condenada a
hablar de un derecho sin correspondencia con la realidad jurídica o de un de-
recho que puede volverse groseramente contra el mismo hombre. Esa carga
ineludible ética o moral deI derecho ha recibido distintos nombres: así el tra-
dicional de "derecho natural" (dikaion physikon o ius naturae) o los más actuales
de "principios" (nexigencias de justicia, equidad u otra dimensión de la moral"
en Dworkin), "derechos humanos" o "moral rights" (Nino) , "bienes o valo-
res humanos básicos" (Finnis) , "umbral de injusticia o injusticia extrema" (-
Alexy) o "equidad" (Rawls).Pero ese "coto indisponible o vedado" (Garzón Val-
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dés) no queda como un mero postulado teórico sino que se proyecta aI cam-'
po operativo propio de los juristas de muy diversas formas: así, por ejemplo,
a la hora de analizar la validez y consiguiente obligatoriedad de las normas ju-
rídicas en tanto aquella dimensión ética exigía no sólo comprobar la satisfac-
ción deI cumplimiento de los requisitos previstos en el sistema jurídico posi-
tivo sino también conflrmar su conformidad a ciertas exigencias "eticas o
morales". La fórmula de "la injusticia extrema no es derecho", propuesta por
Radbruch y difundida por Alexy [3], resume en buena medida aquel rechazo
aI juridicismo y una asunción de la dimensión ética que hoy distintas corrien-
tes pregonan respecto aI derecho. Por supuesto que el Estado Constitucional
de Derecho que sucedió aI Estado Legal de Derecho también ha contribuido
decididamente a superar aquel modelo de ciencia jurídica de saber teórico cu-
yo paradigma eran las ciencias físico-matemáticas, ya afrontar el desafío de un
saber jurídico práctico que inevitablemente apele a valores y que debe resignar-
se a certezas excepcionables ligadas a la prudencia y a la contingencia de los
casos [4].

Esa moralización, eticidad, principialismo, constitucionalización o huma-
nización deI derecho no sólo ha puesto en crisis el juridicismo deI modelo de-
cimonónico sino también a su misma teoría jurídica interpretativa, que postu-
laba jueces inanimados sometidos a la única solución prevista en la ley que de-
bían aplicar dogmática y silogísticamente a cada caso. Roto el espejismo juri-
dicista se advier te que el derecho es indisolublemente ético y que la alternati-
va de su "purificación" supone desfigurarlo hasta hacerlo irreconocible o asu-
mir el riesgo de su deshumanización. Ese juego de valores, principios, derechos
fundamentales o naturales implica cierta indeterminación acentuada, porque en
defmitiva pone aI desnudo la posibilidad de una pluralidad de respuestas jurí-
dicas frente aI mismo caso según que el intérprete ponga el acento en uno u
otro de los elementos axiológicos presentes en el derecho. Es que la aplicación
de éstos últimos conlleva que el intérprete deba construir o reconstruir un jui-
cio normativo que será la premisa mayor de su silogismo práctico en orden a
la solución deI caso, dado que sólo a través de esa mediación normativa se pue-
de res<?lvero concluir una norma para ese particular caso en base a aquel prin-
cipio o valor o derecho natural. Así, por ejemplo, el principio de buena fe tie-
ne muy variadas proyecciones posibles en las más diversas materias Oaboral, pro-
cesal, contractual, relaciones internacionales, etc.), pero si el intérprete preten-
de resolver un caso concreto invocando dicho principio deberá construir una
norma en donde pueda subsumirse dicho caso. Según las clásicas regIas deI si-
logismo se requieren de tres términos: mayor, menor y medio, y así mientras
en la premisa mayor se incluyen el mayor y el medio, en la premisa menor apa-
recerán el término menor y se repite el medio que es el que garantiza la cone-
xión entre las premisas y la respectiva conclusión. Precisamente los principios,
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valores o derechos carecen de esa estructura propia de los juicios, por eso el
intérprete debe explicitar o construir uno en base a algunos de aquellos yasí
habilitar la posibilidad de transitar un silogismo práctico (no teórico) en don-
de pueda subsumirse en la hipótesis fáctica de la prernisa mayor el caso que de-
be resolver aplicándole las consecuencias respectivas. En defmitiva, la presen-
cia de esos elementos éticos ponen en juego una teoria interpretativa que par-
tiendo de la indeterrninación deI principio o valor apela a la formulación de una
norma por parte del intérprete en donde resulte subsumible el caso, todo lo cual
torna absolutamente inviable el objeto de la decimonónica teoría interpretati-
va ("desentraiíar el sentido de la norma") y los cuatro métodos interpretativos
postulados por Savigny.

La referida indeterminación y moralización que conlIevan valores, princi-
pios o eticidad y la consiguiente creación jurídica por parte dei intérprete exi-
ge la superación deI juridicismo y la ficción de que para cada caso había una
solución proporcionada por ellegisIador. Más aún, esa crisis deI juridicismo se
acentúa cuando se advierte con la escueIa hermenéutica que el enunciado nor-
mativo general sin el caso que regula está incompleto, por eso sólo con éste pue-
do comprender el significado de aquél. EI intérprete crea en base a los princi-
pios, valores o derechos fundamentales el enunciado normativo o la norma ge-
neral o universal en donde se sub sumirá el caso, precisamente ese precedente
será objeto de vivo interés por parte de los operadores deI derecho a los fines
de prever la solución que tendrán sus casos análogos, Ypor eso la necesidad
de su publicidad o difusión de la jurisprudencia haciéndola conocer a los ju-
ristas fundamentalmente a través de las revistas especializadas. Pero ese pro-
tagonismo creativo deI intérprete se ve agravado si pensamos que habitualmen-
te frente a un caso aparece la posibilidad de recurrir a más de un principio, va-
lor o derecho humano, lo que supone enfrentar el problema deI" conflictivis-
mo de principios o derechos fundamentales" [5]. En torno a este problema in-
terpretativo aparecen distintas propuestas [6]: básicamente aquella que plantea
una jerarquización apriorística de los principios que guíe la opción deI inter-
prete (Dworkin), la propuesta consolidada en la jurisprudencia norteamerica-
na de check and balances que obliga aI intérprete a ponderar los principios y
las respectivas soluciones en tensión, y la propuesta de 'raigambre constitucio-
nal alemana que confía en la superación deI conflicto a través de una apropia-
da definición deI "contenido esencial" de cada uno de los derechos o de los va-
lores o principios en juego que evita eI "darwinismo" de principios [7].

Más aliá de propuestas teóricas, lo que queda consentido es la presencia,
normalmente, de varias respuestas jurídicas que el intérprete puede encontrar
en el derecho vigente. En efecto, frente a la confianza decimonónica de "una"
y "sólo" una respuesta jurídica para cada caso, se acepta la alternativa de más
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de una respuesta para el mismo caso como lo refleja la jurisprudencia contra-
dictoria y los votos mayoritarios y minoritarios de los falios. Seguramente re-
sultaria disparatado, amén de improcedente, acusar del delito de prevaricato a
alguno de los jueces responsables de esas diferentes respuestas jurisprudencia-
les, no obstante que en estricta lógica decimonónica habria que suponer que
alguna de elias se apartó deI "sentido de la ley" porque de lo contrario entra-
ria en crisis la "presunción deI legislador racional". Ejemplificando lo que lie-
vamos dicho con el art. 43 deI Estatuto deI Juez lberoamericano que aproba-
ran las 22 Cortes Supremas de Iberoamérica en Canarias en 2001, puede cons-
tatarse que ahí se indica a los jueces faliar "teniendo siempre presente el tras-
fondo humano de dichos conilictos" y procurando "atemperar con criterios de
equidad las consecuencias personales', familiares y sociales desfavorables"; pe-
ro puede ocurrir que no resulten coincidentes las soluciones judiciales según
se basen en una u otra de esas consecuencias por lo que sólo cabe el recurso
a la discrecionalidad judicial que deberá optar por alguna de aquellas posibles
derivadas todas ellas deI derecho vigente.

2. La ética frente a la ineludible discrecionalidad
judicial

EI punto anterior ha permitido concluir en la hoy visible y creciente crea-
ción jurisprudencial, lo cual termina potenciando la importancia y trascenden-
cia de la actividad judicial. Esa judicialización de la vida social genera inexora-
blemente un Poder Judicial muy activo y presente que incluso tiene encomen-
dada la poderosa misión de hablar en última instancia en nombre deI poder
constituyente. Por ese camino se tensa la división de poderes, pero sobre to-
do se pone en riesgo la previsibilidad juridica a la que aspiran legítimamente
todos los destinatarios deI derecho vigente. No se trata de auspiciar una segu-
ridad jurídica ficticia e imposible a tenor de la referida moralización o princi-
pialismo jurídico y la importancia que tienen los contingentes hechos. Pero tam-
poco se trata de renunciar a la previsibilidad posible y confiar dogmáticamen-
te en la solución que sólo conoce el juez que decidirá el caso. Precisamente fren-
te a esa inevitable discrecionalidad uno de los remedios lo constituye la ética
judicial. De esa derivación fmal en la ética deI juzgador también se hace cargo
Perfecto Andrés Ibáfiez cuando afirma: "la legitimación deI juez es legal, pe-
ro la forma necesariamente imperfecta en que se produce su sujeción a la ley,
tiõ.ede cierta inevitable ilegitimidad las decisiones judiciales (Ferrajoli), en la me-
dida en que el emisor pone en ellas siempre algo que excede deI marco nor-
mativo y que es de su propio bagaje (... ); creo que una última exigencia ética
dirigida aI juez de este modelo constitucional es que debe ser muy consciente
de ese dato, para ponerse en condiciones de extremar el (auto) control de ese
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plus de potestad de decidir" [8]. Por supuesto que la ética judicial no es la úni-
ca alternativa a la discrecionalidad (por ejemplo, resultan importantes también
las teorías que apelan a la argumentación jurídica), pero es a eIla que queremos
referirnos ahora.

Aunque resulte extrano o paradojal recordemos que la ética judicial como
sucedáneo de la discrecionalidad judicial es una tesis que defendió Hart aI afIr-
mar: "en este punto los jueces pueden hacer una elección que no es arbitraria
ni mecánica; y aquí suelen desplegar virtudes judiciales características que ~on
especialmente peculiares de la decisión jurídica, lo que explica por qué algunos
se resisten a calificar de legislativa a tal actividad judicial. Estas virtudes son:
imparcialidad y neutralidad ai examinar las alternativas; consideración de los in-
tereses de todos los afectados; y una preocupación por desarrollar algún prin-
cipio general aceptable como bas~ razonada de la decisión" [9]. También va a
hablar de virtudes judiciales Manuel Atienza "como ciertos rasgos de carácter
que deberían poseer -y quizá posean-los jueces" que posibilitan cierta antici-
pación o previsibilidad de las soluciones jurídicas para los casos concretos [10].
El catedrático de Alicante apoyándose en Maclntyre vincula el "buen juez" con
esas virtudes judiciales en cuanto cualidades adquiridas cuya posesión yejer-
cicio posibilitan modelos de excelencia y la obtención de ciertos bienes inter-
nos para toda la comunidad que participa en la práctica deI derecho. EI núcleo
de la tesis acerca de las virtudes judiciales es que hay ciertos rasgos adquiridos
en eI carácter o la personalidad de algunas personas que los hacen más idóneos
para cumplir la función judicial; aunque aclara Atienza que "las virtudes de los
jueces no pueden ser muy distintas de las que caracterizan a otras profesiones
o prácticas sociales (... ) las virtudes básicas Oasvirtudes cardinales de origen
griego) reciben una cierta modulación en razón de las peculiaridades de la prác-
tica judicial" [11]. Esas personas que tienen un modo habitual de decidir, com-
portarse, de hablar, de pensar, de escuchar, de razonar, de conducir a otros, de
enfrentar dificultades,etc., es lo que constituye una especie de personalidad éti-
ca que permite suponer que van a cumplir la función deI modo más perfecto
posible o también permite suponer que los destinatarios de sus decisiones las
aceptarán más fácilmente en razón de esas cualidades y calidades personales.
Esas presunciones juris tantum tienen que ver con los requerimientos de la ac-
tividad judicialmisma y con la visión de aquellos a los que se dirige dicha ac-
tividad judicial.Así, por ejemplo, si el juez debe "decir el derecho" eIlo exige
que lo conozca, por eso el hecho que ese juez efectivamente esté en posesión
deI conocimiento jurídico permite suponer que cuando hable dirá el derecho
y los destinatarios confiarán que lo que le asignan jurídicamente es lo que cor-
responde segúnel derecho; si por el contrario es visible su ignorancia jurídica
será prácticamente imposible que pueda decir el derecho y sus pronunciamien-
tos padecerán de un rechazo o presunción en contrario de su validez. Dicho
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lo mismo aunque de manera más completa y categórica: la ética judicial y sus
exigencias tienen que ver con ciertos bienes o intereses en juego en la tarea ju-
dicial, de manera que según la calidad con la que ésta es prestada o ejercida aquel-
los bienes, intereses o perfecciones serán satisfechos o perjudicados en mayor
o menor medida. Esos bienes y sus respectivos titulares reclaman ciertos com-
portamientos o hábitos para posibilitar o facilitar su cobertura o para aventar
sospechas o para aceptar la discrecionalidad judicial. Los deberes negativos o
positivos incluídos en la ética judicial son parasitarios de esos bienes, a punto
que si uno no ve la relación entre aquellos y los bienes en juego en la tarea ju-
dicial puede concluirse que esos deberes no están justificados racionalmente.
EI criterio de justificación racional de los deberes o exigencias éticas lo mar-
can los bienes comprometidos en la actividad deI juez, por eso resulta inapro-
piada la denominación "deontología judicial" en tanto ella apela etimológica-
mente a un catálogo de deberes (deon = deber), mientras que la ética remite
a esos bienes que hay que procurar alcanzar [12].

Resumiendo, podemos decir que la ética judicial requiere de ciertos com-
portamientos, aún mejor, de una cierta personalidad o idoneidad ética; pues ha-
blamos de comportamientos o hábitos que presumiblemente facilitan o se ne-
cesitan para la obtención de los bien_escomprometidos en esa actividad o que
favorecen la aceptación de las decisiones jucliciales fruto de cierta discreciona-
lidad por parte de sus destinatarios. Para decirlo en negativo: la ausencia de esa
personalidad o idoneidad ética, o sea, esos comportamientos o hábitos opues-
tos a aquellos comprometen ab initio esa posibilidad, presunción o aceptación
de los destinatarios.

3. Los bienes que fundan las exigencias éticas judiciales
Recordemos que contemporáneamente el juez cumple un servicio remu-

nerado que le ha encomendado la sociedad, la que además le ha otorgado un
cierto poder o imperium y le ha puesto a su disposición el auxilio de ciertos co-
laboradores, pero todo ello para derivar racionalmente desde todo el derecho
la solución justa que corresponde determinar para los casos que han sido asig-
nados a su jurisdicción. Recalquemos algo ya dicho: derivación de la razón prác-
tica que incluye cierta indeterminación o discrecionalidad judicial. Según esa
tarea se cumpla bien o mal, mejor o peor, va a ver ciertos bienes satisfechos,
insatisfechos o perjudicados. La noción de bien se asocia analógicamente a per-
fección, excelencia, completitud o acabamiento, y en consecuencia, podemos
identificar diversos bienes o intereses o perfecciones implicados en la tarea ju-
dicial, a saber: el bien de los justiciables, el bien de la sociedad, de los aboga-
dos, el bien de los colegas, el bien de los auxiliares, el propio bien deI juez im-
plicado y el bien deI derecho. En defmitiva, las consecuencias de un buen, mal
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o mediocre juez impactan directamente sobre algunos o todos esos bíenes y,
consecuentemente, resultarán beneficios o perjuicios. Esos resultados de la ac-
tividad judicial que se traducen en perfecciones o frustraciones generarán,
consiguientemente, una mejor o peor situación, lo que conllevará felicidades
o realizaciones, o frustraciones o infelicidades en relación directa a los mismos
resultados. Por detrás de una exigencia ética hay siempre alguien que espera o
algo que resulta para "bien" o para "mal" lo cual será fuente de felicidad, go-
zo o infelicidad o lamento [13]. Este resultado muchas veces es racional u ob-
jetivo pero en otras la certeza probable o excepcionable que provoca se ve cor-
roborada o puesta en dudas, la que en buena medida se despeja o se agrava en
base a la confianza o desconfianza que suscita el agente responsable de la
decisión. Advirtamos que esa confianza o desconfianza de los destinatarios ju-
diciales, si bien puede ser irrazonable o patológica, también puede ser razona-
ble o justificada. Será razonable o justificada cuando se apoya en exigencias re-
clamadas al juez que tienen que ver con las características de esa función, y con
la mejor o peor disposición para cumplirla del modo más completo posible aven-

tando las dudas respectivas.
Ejemplificando lo dicho en el párrafo anterior con la exigencia ética deI

"conocirniento deI derecho", podemos visualizar los bienes comprometidos en
la misma según ellistado de bienes o destinatarios seiialado arriba. Indiquemos
en primer lugar el bien de las partes que pueden confiar o presumir que lo di-
cho por el juez es "efectivamente el derecho dado que les consta su conocinúen-
to aquilatado, e incluso esa autoridad académica que inviste el juez les hace aven-
tar desconfianza o les facilita la aceptación de lo dicho como derecho. Pero ade-
más del bien de las partes, también el de los abogados está presente, dado que
argumentar jurídicamente frente a un juez ignorante o no actualizado sobre el
derecho aplicable es casi una pérdida de tiempo o un esfuerzo inútil. EI bien
de la sociedad, en tanto sus miembros o las autoridades pueden esperar con-
fiadamente si algún día les toca ir a tribunales dado que los jueces conocen el
derecho, y también porque se evitall gastos innecesarios o se genera la confian-
za indispensable como para que la economía funcione apropiadamente. El bien
de los colegas, dado que el juez ignorante proyecta su descalificación o falta de
confianza sobre los otros colegas atento a que los ámbitos profesionales ge-
neran un cierto bien corporativo o sectorial que se construye, protege o po-
tencia entre sus integrantes y lo que hace uno repercute de alguna manera en
los otros. EI propio bien deI juez, atento que al exigírsele conocinúento jurí-
dico se está favoreciendo su autoestirna, prestigio o reconocimiento que deri-
va de esa capacitación, amén de evitade eventuales perjuicios, frustraciones o
inquietudes por interrogantes sin respuestas. EI bien de los alLwares, en tan-
to ellos también se benefician o perjudican según presten servicios a jueces ig-
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norantes o capacitados en el derecho. Finalmente, el bien deI derecho, dado que
analógicamente también él resulta mejorado o empeorado según lo opere un
juez capacitado o ignorante deI derecho.

Esas exigencias éticas que apuntan a la persona deI juez se determinan en
orden a lograr el mejor o más excelente juez para esa sociedad de ese tiempo
y lugar. Es ésta la perspectiva formal de la ética judicial: el mejor juez históri-
camente determinado. En aquellas exigencias habrá algunas universales (por
ejemplo: independencia) en tanto son constitutivas de la esencia misma de ser
juez, aunque no se excluye el contenido histórico que ellas legítimamente asu-
men sin violentar los respectivos núcleos constitutivos o defrnicionales. Pera
además de exigencias universales hay otras totalmente contingentes que se ex-
plican en función de tiempo y lugar, por ejemplo establecer el requerimiento
de una cierta "austeridad republicana" para los jueces argentinos de la actua-
lidad, replicando lo previsto en la ley de ética de la función pública. Remitir-
nos aI "mejor juez" implica pensar en que lo que ellos hacen resulte ser lo más
perfecto posible, por eso las exigencias éticas pretenden generar las condicio-
nes para que se logre aquel completo resultado y se evite suscitar temores so-
bre la calidad deI trabajo judicial. Logrando por el caminó de la ética judicial
el "mejor" juez posible, los bienes o_intereses implicados quedarãn cubiertos
o satisfechos.

La ética judicial al pretender el mejor juez no sólo rechaza el "mal juez"
sino también el "juez mediocre", o sea, no sólo al.1uelque hace lo contrario de
lo exigido sino aquel que lo eumple en menor medida de lo que él podría o se
pretende. Siguiendo con el ejemplo deI eonoeimiento deI derecho, es obvio que
el mismo se puede satisfacer de manera muy diferente, y así no sólo encontra-
remos el que ignora el derecho sino también aquel que no se esfuerza en co-
nocerlo y se limita a consultar sólo a alguna fuente doetrinaria porque está a
su fácil alcance. La ética reclalna vocación de excelencia o nlagnanimidad, y por
sobre la deeisión personal deI juez, ella está implícita o requerida en el manda-
to otorgado por la sociedad para cumplir eon su importante tarea que la lleve
a cabo deI mejor modo. Seguramente la sociedad no le brindaría ese poder a
quien eonfiese inicialmente que lo eumplirá m'al o mediocremente, por eso, no
seguir la ética es un modo de defraudar aquella' condición itnplícita que eonl-
leva el privilegio de la funeión.

4. Ul'la nómina de las exigencias éticas judiciales
Conforme a lo seiialado, el objeto material de la ética judicial será el juez,

y la defrnición de quién y cóm,o efectivamente se alcanza la función judicial es
lill tema que nos remite aI derecho y a la cultura de cada sociedad (así por ejem-
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pIo: qué edad se exige, qué conocirnientos, quién designa, etc.). El objeto for-
mal de la ética judicial es qué le exigimos a ese juez para que logre ser el "me-
jor"; se trata de exigencias que constituyen pre-requisitos o condiciones para
esa excelencia y también exigencias que se vinculan a un modo apropiado de
cumplir la actividad; el hecho de que eI juez cuente o satisfaga esas exigencias
genera presunciones de excelencia a favor de la actividad cumplida por el rrUs-
mo, amén de ponerlo en posesión de aquella capacidad para cumplirla exce-
lentemente, y así logra cierta "autoridad" que facilita la aceptación de sus
decisiones. El justificativo principal de esas exigencias son los bienes o intere-
ses implicados, aunque su racionalidad también descanse en cierta antropolo-
gía o psicología apoyada en la experiencia humana consolidada. Son precisa-
mente esos bienes los que se constituyen en los fmes mismos de la actividad
judicial, de donde su insatisfacción genera lo que en la terminología de Maclnty-
re se llama "corrupción", dado que se estaria prestando la función no buscan-
do los fInes que justifIcaron su creación legítima, sino poniéndoIa aI servicio
de fmes externos a la misma como el placer, el dinero o la fama [14]. De to-
das maneras, en la ética judicial como en cualquier ética profesional, será ine-
vitable eI discurrir por exigencias muy generales cuya aplicación concreta pue-
de generar mil particularidades; por eso, a los fines de cubrir esa distancia en-
tre 10 general y 10 concreto y cubrir las inquietantes indeterminaciones de las
exigencias en sus destinatarios, existe la posibilidad de estabIecer Comités u Ór-
ganos de consultas para las dudas éticas. Precisamente, los interesados, que nun-
ca serán buenos jueces en propia causa ética, tienen la posibilidad de recurrir
a eIlos para plantear anónimamente sus incertidumbres en torno aI compor-
tamiento que corresponde adoptar éticamente, y así despejar dudas y cubrirse
por eventuales futuros problemas.

4.1. Independencia
Toda ética profesional requiere que el profesional preste su servicio según

su ciencia y conciencia; en consecuencia, resulta incompatible la misma con un
profesional que aparezca sometido a las directivas deI cliente mientras presta
su trabajo. No se trata deI deber de informar lo que se va a hacer, sino que acep-
tado el servicio y sus características, estará en manos deI profesionalla presta-
ción deI mismo. En el caso deI juez lo que se pretende es que él y sólo él sea
quien derive desde el derecho la soIución justa para el caso, o sea, se reclama
la auto-determinación judicial en cuanto no hay un tercero que le indique qué
debe decir en el proceso o en su sentencia. Dado que estamos hablando de éti-
ca judicial concentraremos nuestra atención en la independencia subjetiva o per-
sonal y, en consecuencia, no aludiremos a esa otta dimensión de la indepen-
dencia que es la estructural, institucional u objetiva, o sea, a las defmiciones en
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torno a: las relaciones entre el poder judicial y los otros poderes; al modo en
que se designa, sanciona o destituye al juez; aI presupuesto judicial; aI nivel re-
muneratorio; etc. En la conciencia social de nuestros días quizás el mayor
riesgo para la reclamada independencia se vincule al Poder político, en tanto
se puede suponer que el tnismo ejerce una influencia decisiva sobre el juez; aten-
to a que lo ha constituido como tal, le permite mantenerse en la función o lo
puede remover. Sin embargo, en ese terreno de la independencia subjetiva o
personal hoy existe una difundida opinión entre los jueces de que uno de los
mayores desafíos a su independencia es el poder de los medios de comunica-
ción social, capaces de generar en la población la convicción acerca de ciertas
respuestas jurídicas, lo que luego torna tremendamente complicada la decisión
judicial, en tanto sea contraria a aquél prejuzgamiento periodístico.

En la presente exigencia ética, como en todas las restantes, no sólo se pre-
tende que un juez efectivamente la cumpla, sino que también genere la impre-
sión que ello es así; pues la ética judicial, en función de los bienes o intereses
comprometidos, exige tanto el ser como el parecer. Entonces, el juez, para de-
cidir lo que éticamente le corresponde hacer, no sólo debe atender a su con-
ciencia, sino también a las posibles lecturas que los otros harán de su
comportamiento. Además, también vale para ésta y las restantes exigencias que
cuando la ética judicial impone un deber está implícito el derecho de exigir la
posibilidad de cumplir con el mismo, yes desde esta lógica bifronte que el Es-
tatuto deI Juez Iberoameri~ano contempla el derecho de un juez amenazado
a pedir aI Estado.protec~ión policial.

Considerando algunos problemas éticos específicos, mencionemos el de
la relación de los jueces con los partidos políticos. En particular aparece la cues-
tión de la afiliación a los mismos, y la indicación ética al respecto es que el juez
no sólo suprima toda relación con los partidos, sino que suspenda su afiliación
o, mejor aún, se desafilie como un gesto simbólico de compromiso público con
la independencia. Esa desvinculación es hacia las instituciones partidarias, pe-
ro también hacia las personas o dirigentes políticos que las representan. -

4.2. Imparcialidad
El juez por defmición es un tercero equidistante respecto a las partes, que

traen su problema jurídico para que lo resuelva. Esta exigencia guarda relación
con la anterior aunque apunta a una de las características de la función judicial
en la que hay partes enfrentadas en su reclamo. La humanidad dio un gran sal-
to civilizador o racional cuando abandonó la resolución de los problemas ju-
rídicos a través de la fuerza, la astucia o el azar, y los puso a tales fmes en ma-
nos de un tercero imparcial. Es contraintuitivo suponer que alguien pueda con-

Quaestio Iuris vol.01, nº 02, Rio de Janeiro, 2005. pp 1-26

vol.01, nº 02, Rio de Janeiro, 2005. pp 1-26 11



sentir que su casOsea resuelto por un amigo de la contraparte, más bien lo evi-
dente es que pretenda la intervención de un imparcial tanto en la realidad co-
mo en las apariencias. La respuesta jurídica a la reclamada imparcialidad tran-
sita por el camino de las exeusaeiones y reeusaeiones, aunque hay eausales más
vinculadas a la interioridad deI juez (por ejemplo, la violeneia moral), que re-
sultan difíciles de ser controladas y que en consecuencia requieren de un ma-
nejo ético no abusivo por parte de quien la invoca.

Entre los problemas éticos que conlleva la imparcialidad está el modo éti-
camente tolerado o aconsejado de reunirse eI juez eon las partes y/ o sus
abogados. AI respecto, son posibles distintas propuestas; por ejemplo, las si-
guientes: 1) que se rechace la posibilidad de esas reuniones, atento a que si al-
guna parte o abogado tiene algo para decir aI juez lo debe hacer por medio de
nn escrito o a través de la secretaria; 2) la reunión sólo puede efectuarse en la
medida que comparezcan ambas partes o abogados (solución adoptada por la
Corte Suprema Nacional); 3) la parte interesada en la reunión efectúa el pedi-
do por escrito, el que es resuelto por el juez previa vista a la contraparte; 4) el
juez puede recibir a una de las partes, pero luego debe anoticiar de tal entre-
vista a la contraparte, ofreciéndole un trato equivalente; y 5) el juez recibe a
quien lo solicita,pero en su despacho y en presencia de un colega o el secretario.
N os parece éticamente desaconsejable que el juez reciba a la parte sin el abo-
gado apoderado.

Otro 'problema es el de los regalos. En principio cabe una respuesta ne-
gativa en torno a la posibilidad de los mismos aI juez por parte de los litigantes.
Sin embargo, puede haber situaciones complicadas; como por ejemplo cierta
costumbre de regalar comestibIes o bebidas con motivo de las fiestas de fm de
afio; o también el regalo dellibro escrito por el abogado que litiga en ese juz-
gado; o asirnismo el regalo para eI día deI cumpleafios deI juez; etc. De todas
maneras, el establecimiento de una norma ética precisa al respecto brinda la po-
sibilidad de saber qué conducta adoptar y, con ese respaldo, evitar las moles-
tias de abogados o eventuales incomprensiones por cambiar criterios que se ve-
nían aplicando.

Aquí, y también en la exigencia anterior, entra la cuesrión deI comporta-
miento judicial respecto a los medios de comunicación social. lVIásaliá de la ne-
cesidad de informar y deI derecho de los medios a recabar e'sa información el
juez debe ponderar otros intereses y, además, no puede incurrir ni dar la ~-
presión de que hay un tratamiento desigual a las partes o existe una intencio-
nalidad respecto a la causa judicial en trámite. Los Códigos de Ética judicial se
han detenido en este punto dando algunas pautas específicas al respecto; así,
por ejempIo, el de la provincia de Santa Fe, en sus arts. 5.2 y 6.13, eI de Costa
Rica en los arts. 3 Y8 o el de Italia, en el art.6.,
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4.3. Conocimiento
Cualquier profesión supone un cierto conocimiento vinculado aI servicio

que se presta, y esa indicación ética también abarca aI juez. En este caso, ad-
virtamos que no es sólo el conocimiento de la rama jurídica implicada en la com-
petencia jurisdiccional respectiva, sino también el conocimiento deI sustanti-
vo "derecho" a secas y de aquel derecho requerido para cualquier juez, por ejem-
pIo, el constitucional, el humanitario, el de los derechos humanos, el interna-
cional, la teoria interpretativa, etc. Pero también el conocimiento judicial reque-
rible es acerca de ciertos saberes no estrictamente jurídicos referidos a los he-
chos, que necesitan ser conocidos para decir el derecho aI respecto.

Más aliá de la materia deI conocimiento, una de las discusiones éticas es
acerca de la capacitación obligatoria u optativa, y pareciera consolidarse la al-
ternativa de la obligatoria: así, el Estatuto deI Juez Iberoameric;ano la impone
en casos de "ascensos, traslado que implique cambio de jurisdicción, reformas
legales importantes y ottas circunstancias especialmente calificadas" (art. 28).
Incluso ese Estatuto, en el art. 23, avanza sobre la posibilidad de imponer la
capacitación judicial como "medida correctiva o disciplinariaj

,. Por supuesto que
aún cuando se establezca la capacitac;ión como obligatoria siempre será razo-
nable brindar la alternativa que se acredite estar capacitado como para evitar
la asistencia innecesaria a los Cursos correspondientes.

Recordemos aquí que si existe el deber a la capacitación, también cabe re-
conocer el derecho a reclamarIa o recibirla, dado que la ética no puede exigir
algo de imposible cumplimiento.

Un juez que ignora el derecho no tiene capacidad para decirlo, o sea, care-
ce de una específica condición para ser juez, por lo que pesarán sobre él todas
las dudas en torno a cada una de sus decisiones, especialmente aquellas difíciles.

4.4. Prudencia
En una terminología clásica de ética profesional se habla de la ciencia y

también de la conciencia, es decir, ésta última apela a la capacidad como para
operar con aquella ciencia, determinando racionalmente la conducta que ella
exige para cada caso. Así, no basta para el buen médico que sea capaz de dar
una clase sobre apendicitis, sino que sea capaz de realizar la respectiva cirugía.
En el caso deI juez resulta particularmente visible su conexión con la pruden-
cia, en tanto su objeto coincide con el mismo objeto de la función judicial, es
decir, determinar racionalmente la conducta justa, debida o prohibida, según
el derecho. Incluso esa conexión se revela en la misma terminología de la iu-
ris-prudentia, en tanto obra de los iurisprudentes.
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La prudencia es mucho más que conocimiento, es -al decir de Cicerón- "el
arte de vivir" y de vivir conforme aI "bien" o lo mejor. En el campo de lo ju-
rídico, sería conocirniento en acción o proyectándolo en los casos concretos,
que requieren una respuesta jurídica. Pero, a su vez, desde la ftlosofía clásica,
esa capacidad racional acerca deI bien en las cosas de la vida circunstanciada
se la conecta con ciertas cualidades en el razonanúento o condiciones perso-
nales; así, por ejemplo: 1) experiencia: decía Aristóteles que era posible encon-
trar un joven brillante en matemáticas, pero era improbable que existiera en ma-
teria de prudencia: es que ésta requiere de haber vivido y la memoria respec-
tiva; 2) capacidad de diálogo: tratándose de conductas humanas donde la cer-
teza no es absoluta, es importante contar con esa disposición a escuchar otros
puntos de vista y poder ponderar razones; 3) humildad: como para cambiar pos-
turas y acudir a aquelIos que más saben; quien cree estar en posesión absolu-
ta de la verdad y sólo dispuesto a brindarIa a los otros, dificilmente lIegará a ser
prudente; 4) circunspección: o sea, preocupación por leer detenida y comple-
tamente las circunstancias en las que se desenvuelve la conducta objeto de la
prudencia; 5) previsión: es que la prudencia requiere no sólo el caso en el que
corresponde pronunciarse, sino también las consecuencias que a partir deI mis-
mo se pueden derivar más aná deI mismo; 6) coherencia: la racionalidad está
reiíida con las incoherencias de toda índole, por ejemplo, la lingüística, la ló-
gica, la insinceridad, tratamiento desigual de lo igual; 7) tiempo: en tanto segu-
ramente no habrá razonamiento prudencial si no estamos dispuestos a dispo-
ner de un tiempo necesario para elIo, pues los apresurados difícilmente serán
prudentes; etc. Quien carece de esas condiciones para ser prudente deberá pro-
curarIas, porque de lo contrario sus decisiones judiciales difícilmente serán pru-
dentes, y, por ende, resultarán imposibles sus posibilidades de excelencia.

4.5. Justicia
AI ser la medida de todos los actos huenos y de las virtudes respectivas,

se requiere de la prudencia jurídica para discernir lo justo, pero también se ne-
cesita el querer darlo. Conocida es la clasificación de las cuatro virtudes cardi-
nales, y según elIa la prudencia inhiere en la razón práctica y la justicia en la
voluntad. Desde esta perspectiva, hubiese bastado exigir prudencia, dado que
el juez, estrictamente, cumple una función de discernimiento racional, pero la
justicia apela a ese "apetito espiritual" cuyo objeto es lo suyo de cada uno yel
querer que éste sea recibido por su titular. Quien es justo seguramente cuen- ':
ta con la mejor matriz para que la razón prudencialIogre determinar lo justo
en cada caso; por eso Aristóteles lIama aI juez "justicia viviente o animada" (di-
kasterion), en tanto los hombres nevan a él sus diferencias porque están conven-
cidos que "ir aI juez es ir a la justicia" (EN 1132 a, 19-22) [15]. Dn juez pru-
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dente es capaz de decir lo justo, pero si además -precisa Tomás de Aquino- es
justo lo dirá "con prontitud y agrado" (S.Th. 1-11,107, 4); en definitiva, quien
quiere y logra la justicia en sus actos vive en un compromiso verdadero con eI
otro [16].

Quizás un modo apropiado de recuperar esa exigencia ética de justicia pa-
ra el juez es recordarle que tome conciencia de su función y quiera "determi-
nar lo justo desde el derecho"; por eso su preocupación para respetar y que-
rer dar la justicia. Acertadamente insiste Gabaldón Lopez: "no cabe, pues, en
el juez una actitud de neutralidad moral, porque las normas éticas le exigen una
actuación que tienda a conseguir la justicia como meta de sus actos" [17].Más
aún, desde Antígona aparece el riesgo de que lo dispuesto por la autoridad sea
injusto, y lo sea de una manera extrema y evidente; por eso quien debe decir
el derecho necesita de ese propósito de justicia. Seguramente, quien no quie-
re dar lo justo o carece deI hábito respectivo Ie costará asumir la tarea de dis-
cernimiento, atento a que la razón humana no es algo desencarnado o desvin-
culado deI apetito. En la confianza deI ciudadano que asiste a un despacho ju-
dicial pesará de manera significativa cuál es la imagen que eI juez se ha forja-
do en torno a la justicia, y no sóIo mirada en términos jurídicos o judiciales,
sino principalmente en cuanto a sus comportamientos como ciudadano respec-
to a 10 que confiere o respeta de los demás.

No está de más recordar la dimensión analógica o los distintos modos de
la justicia; por eso de ella se habla tanto en la distribución en beneficio de los
particulares, en la conmutación que procura equivalencia en las contrapresta-
ciones y en la imposición de débitos en beneficio deI todo social, pero tratán-
dose deI juez, sin olvidar que lo justo y 10 equitativo son "ambos valiosos", es
la equidad preferible en cuanto perfección de la justicia en función deI caso en
que se pronuncia el juicio prudencial deI juez.

4.6. Fortaleza
En la visión clásica también era ésta una de las virtudes cardinales que te-

rua por objeto el "bien arduo" (bonum arduum) en tanto permite la adhesión ai
mismo resistiendo o asumiendo los riesgos respectivos. HabIando deI juez, apa-
rece como evidente la exigencia de la fortaleza o valentia, en tanto un juez co-
barde es susceptible de fácil pérdida de su independencia o imparcialidad. Por
supuesto que no estamos hablando de temeridad, o sea, de alguien que bus-
que o se deleite en el peligro, sino de aquel que es capaz de decir el derecho
que corresponde, aun "con" miedo, pero nunca. "por" miedo.

Se trata de una exigencia ética íntimamente vinculada con un cierto talan-
te psicológico frente a los riesgos y las incertidumbres, que reclama eI perse-
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verar a pesar de los mismos y también el enfrentarlos. Seguramente,. si la ciu-
dadanía percibe en un juez esas personalidades débiles, dubitativas o incapa-
ces de hacerse respetar, asociará esas cualidades a la función profesional y sen-
tirá temor de cómo será juzgada su causa si la contraparte es alguien poderoso.
A la hora de los test sicológicos o entrevistas para candidatos a jueces, apare-
ce esta exigencia como una de aquellas que interesa vislumbrar en qué medi-
da la pueden cubrir si llegan a estar como juez en situaciones riesgosas.

Una vez más recordemos la bifrontalidad de estas exigencias, en tanto si
bien existe el deber a ser fuerte o valiente (no temerario), también cuenta el des-
tinatario con el derecho a que se le provea de medios razonables (como, por
ejemplo, de protección policial) a los fInes de facilitar o posibilitar el cumpli-
miento de la misma.

4.7. Honestidad
Contemporáneamente, el profesional es alguien que cuenta con su profe-

sión para obtener los recursos económicos que necesita para ,,-rl.V1r, y precisa-
mente la honestidad tiene que ver con esa legítima posibilidad que reciba lo que
le corresponde como retribución de sus servicios. Yendo al juez, la honestidad
consiste precisamente en que reciba lo que le corresponde, ni más ni menos;
y ello no implica obviamente la alternativa grotesca y delictual de la coima o
sus análogos, sino la más sutil que exige que use para la función judicial los bie-
nes o recursos que el Estado o la sociedad han puesto a su disposición. Ad-
virtamos que en cuanto a la alternativa de una prohibición absoluta de utilizar
bienes públicos en beneficio privado cualquier ciudadano espontáneamente pue-
de verse inclinado a suscribirla; pero, sometida a un control de razonabilidad,
tal opinión seguramente puede advertirse que resulta exagerada, en tanto su se-
guimiento estricto corre el riesgo de ser más perjudicial que beneficiosa: aSÍ,
por ejemplo, no parece inteligente que se prohíba a un juez llamar a su casa pa-
ra ver como sigue su hijo enfermo o que se le impida usar un lápiz o papel pa-
ra hacer anotaciones particulares. En sintonía con esta preocupación, algunos
Códigos de Ética judicial han optado por establecer restricciones de bienes pú-
blicos en la medida que resulten "abusivas", "irrazonables" o "desproporcio-
nadas". De todas maneras, la idea directriz es que aquellos medios han sido pues-
tos en manos deI juez para eI cumplimiento de su función y cualquier afecta-
ción distinta genera una presunción de falta ética que Iuego puede llegar a di-
luirse o justificarse.

En sintonía con el ser y eI parecer, como así también con eIlegítimo con-
troI social sobre los funcionarios que la representan o que ejercen eI poder que
se les ha delegado, aparece la necesidad de efectuar "declaraciones juradas" de
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bienes que puedan evidenciar la evolución razonable o no sospechosa deI
patrimonio. No obstante las polémicas suscitadas en torno a dichas declaracio-
nes en cuanto a la resistencia que ha generado en algunos jueces para efectuar-
la, lo cierto es que los fundament~s para ese rechazo lucen particularmente dé-
biles y exclusivamente argumentados desde el interés personal deI mismo juez,
pero marginando totalmente los otros intereses o bienes comprometidos y adu-
cidos por los destinatarios de su actividad.

Quizás sea la templanza la vía para vincular esta exigencia ética con el cua-
dro de virtudes cardinales. Recordemos que aquella tiene por objeto cierta mo-
deración en la posesión y el uso de bienes externos o aquellos vinculados con
el apetito concupiscible. Esa falta de medida propia deI "destemplado" termi-
na afectando -advierte Santo Tomás de Aquino- su "tranquilidad de espíritu"
(quies animz), en tanto se compromete el autodominio o deja de ser "duefio de
sí mismo" (S.Th. 11-11,157, 4).

4.8. Decoro
Esta palabra se vincula a la arquitectura, más específicamente al "ornato",

en tanto cada profesión tiene un modo de vestir, de hablar, de comportarse,
de arreglar el espacio en donde se presta la profesión, etc., y en consecuencia,
también la actividad judicial tiene un decoro particular. Obviamente que es muy
distinto el decoro de un arquitecto, de un encargado de un taller mecánico, de
un médico o el deI juez, por eso hay cosas que en relación a una de esas pro-
fesiones puede resultar decoroso mientras que para otra no lo sea (por ejem-
pIo, respecto a la limpieza de la ropa o de las manos, el decorado en las pare-
des o el estilo lingüístico).

Uno de los problemas implicados en torno al decoro es respecto a la vi-
da privada o no profesional desplegada por el profesional en el espacio públi-
co, concretamente si la ética profesional avanza sobre aquélla. EI problema, en-
tonces, es si resulta legítimo pretender que el profesional conserve un cierto
decoro cuando no presta sus servicios, así, por ejemplo, si la ética le prohibe
que se emborrache en algún bar de su.ciudad, que concurra a ciertos lugares
donde se practique la prostitución, que forme parte del elenco de un teatro de
revistas, que como espectador de un partido fútbol reaccione descontrolada-
mente insultando o subiéndose aI alambrado contra el referi o contra el equi-
po contrario, etc. AI respecto, la línea consolidada en los códigos de ética pro-
fesional es que no prescinden de ese espacio en donde no se presta la profe-
sión, y más bien coinciden en avanzar también sobre la vida privada no pro-
fesional poniendo normalmente el limite de la "dignidad de la profesión".
Más aún, hay algunas prohibiciones tradicionales en las leyes orgánicas de tri-
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bunales que son ejemplo de ello; así la que prohibe a los jueces a concurrir a
salas de juego. Frente al eventual reparo que se puede hacer a esos-avances éti-
cos invocando el artículo 19 de la Constitución nacional, se responde -en-
tre otras razones- que ahí se habla deI ciudadano común, que no es asimilable
sin más al profesional, dado que éste presta una función pública o un servicio,
contando para ello con cierto respaldo o monopolio otorgado por la ley, amén
de la invocación aI orden y a la moral pública.

De todas maneras, el problema más grave es quién fija el contenido deI
decoro, atento a que podemos encontrarnos con ciertas sociedades domina-
das por tradiciones poco racionales que impongan exigencias éticas profesio-
nales inequívocamente contrarias a los derechos naturales o fundamentales; por
ejemplo, la prohibición de que las mujeres ejerzan ciertas profesiones con el
pretendido fundamento de que n<;>están acordes con su "dignidad". AI respec-
to, las soluciones que se ofrecen a ese problema serían tres: 1) el decoro lo fi-
jan ciertos ámbitos o sociedades ajenos allugar donde se presta la profesión,
pero que se consideran más aptos para establecerlo, por ejemplo atenernos a
lo que se piensa en Paris, la Universidad de Berkeley o San Francisco; 2) el de-
coro lo establece la sociedad a la que se le presta el servicio y que ha brinda-
do la posibilidad para ello; y 3) se parte deI decoro pretendido por la sociedad
de ese profesional, pero se someten esas exigencias a un control de racionali-
dad, dado que si bien es legítima aquella primera aproximación es peligroso un
sometimiento dogmático a la misma (pensemos lo que pudo haber estableci-
do respecto a los judíos la ética profesional de la Alemania nazi). Sin duda que
ésta última propuesta deja un cúmulo de dudas e incertidumbres, pero recor-
demos que, atento a la materia en que estamos, no hay posibilidad de encon-
trar una fórmula inequívoca que permita resolver todas las situaciones y evite
la necesidad deI juicio racional o prudente en concreto. Para esas inevitables
indeterminaciones estarán -entre otros antídotos- un diálogo racional que
brinde contenido más concre~o aI decoro y una apropiada integración y fun-
cionamiento deI Tribunal de Etica y de la Comisión de Consultas éticas.

4.9. Secreto o confidencialidad
El profesional, ai hilo deI servicio que presta, accede a un conocimiento

de aspectos variados respecto a su cliente o usuario, y por supuesto, que éste
parte de la base que esa información sólo será usada a los fmes deI mejor tra-
bajo profesional. La ética exige esa reserva y, consiguientemente, prohíbe que
sea difundida deliberadamente o sin propósito alguno a terceros ajenos a la re-
lación profesional; ello reclama deI profesionaI una actitud positiva o activa co-
mo para evitar esas infidencias y reaccionar apropiadamente aI detectarIas.
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La función judicial es fuente de mucha e importante información respec-
to a las partes, y frecuentemente hay intereses comerciales o de otra índole, an-
siosos como para obtenerla; por eso la ética exige no sólo que el juez esté con-
ciente de este deber de confidencialidad, sino que también lo asuma adoptan-
do medidas eficaces para neutralizar eventuales fugas de información y para in-
vestigar o sancionar a los responsables en caso de producirse. Esa exigencia
de reserva judicial se extiende a sus familiares, colegas, periodistas, alumnos, etc,
o sea, respecto de todos aquellos que resultan terceros en la relación profesional.
Los códigos de ética contemplan normahnente situaciones que eximen aI pro-
fesional de mantener ese secreto profesional; así, por ejemplo, hablan a los fi-
nes de la propia defensa frente a un reclamo o demanda, y también para evi-
tar la comisión de un delito o de un dano.

Para explicar la racionalidad de la presente exigencia hay que recurrir al ob-
jeto mismo de la función judicial, pues ésta supone un servicio concreto que
se presta a las partes en reIación al problema jurídico que las enfrenta, y en con-
secuencia, rechaza eventuales beneficios -importantes o casi intrascedentes- pa-
ra el juez en base aI uso que pueda hacer de la información.obtenida en la tra-
mitación de la causa.

4.10. Cortesía O afabilidad·
EI servicio profesional se presta a un semejante o prójimo, es decir, se ca-

naliza a través de una relación humana en donde está comprometida recípro-
camente la dignidad y el respeto de las partes. No hay sometimiento oi subor-
dinación personaI alguna, sino más bien una relación que transita en un plano
de igualdad intrínseca. Consiguientemente, eI profesional debe estar dispues-
to a brindarle al cliente o usuario las explicaciones o informaciones que opor-
tuna y justificadamente le requiera, y debe hacerlo a través de un trato respe-
tuoso y cortés.

Por supuesto que también sobre el juez pesa ésta exigencia en sus relacio-
nes con las partes, abogados, colegas y auxiliares, quién, además, debe recor-
dar que la autoridad no se construye en base a desplantes, impuntualidades o
gritos. Cualquier ciudadano en base a una experiencia humana consolidada pue-
de legítimamente asociar esa beligerancia o indisposición para el trato respe-
tuoso a cierta personalidad desequilibrada o descontrolada, incapaz de anali-
zar pausada, racional y dialógicamente los problemas complicados propios de
la tarea judicial. La autoridad preocupada por obtener eI mejor premio al que
puede aspirar -según Santo Tomás de Aquino- que es el "afecto", "amistad" o
"amor" de los ciudadanos, debe tratarlos deI modo idóneo a taIes fines, pues
sólo un masoquista puede apreciar o respetar a aquél que lo maltrata.
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4.11. Diligencia
Todo cliente o usuario pretende que el profesionalle preste el servicio en

tiempo y forma, y que para ello debe poner los medios adecuados y procurar
alcanzar el resultado que busca al recurrir a sus servicios. Mirado desde el pro-
fesional, esta exigencia implica evaluar los medios disponibles para el resulta-
do pretendido, escoger el mejor y esforzarse para conseguirlo. Su obligación
es poner los medios para el fin buscado por el cliente, pero no le es indiferen-
te la obtención o no deI mismo, pues ello repercutirá directamente a la,hora
de su responsabilidade

En el caso del juez, su función le impone re~olver de la mejor manera y
en el menor tiempo posible el problema bajo su jurisdicción, por eso aparece
la exigencia de privilegiar el trabajo judicial frente a otros posibles servicios. Se
inscribe aquí lo referente a las iricompatibilidades laborales deI juez que entre
atras razones se justifican para que el juez no distraiga su tiempo en aquello
que le es lo más importante. Esas incompatibilidades, más aliá de las previsio-
nes legales, tienen esa razón de ser y, en consecuencia, se tornan plenamente
justificadas desde un punto de vista ético cuando el juez no resuelve sus asun-
tos en tiempo y forma. También aparece aquí la obligación deI juez de concur-
rir a su despacho, especialmente respecto de aquel que lleva el despacho dia-
rio, como un modo de "aparecer" o mostrar a los ajas de la sociedad su com-
promiso con la diligencia.

Es cierto que las leyes orgánicas y también la cultura forense han brinda-
do contenido bastante concreto respecto a la presente exigencia de la diligencia.
Así en la provincia de Santa Fe la Ley Orgánica exige a los jueces de primera
instancia el concurrir diariamente a su despacho (sin fijarle horarios) y a los ca-
maristas el concurrir el día deI acuerdo, aunque aquel que lleva el trámite de-
berá hacerlo diariamente. Seguramente, el mejor modo de satisfaeer esta exi-
gencia, sin que provoque el reclamo pertinente de los usuarios 'deI servicio; es
que efectivamente las decisiones judiciales se produzcan en tiempo y forma
oportuna.

4.12. Transparencia, coherencia O buena te
Alguien que mantenga una doble vida, un doble discurso o falte a la eor-

respondencia entre lo que dice y lo que haee, se torna una persona poco eon-.
fiable con respeeto a aquellos con los que trabaja o para aquellos a los que trabaja. "
Más allá del modo en que efectivamente se preste la profesión, el buen profe-
sional supone y requiere que el cliente o usuario, como así también sus auxi-
liares y colegas, confíen en él de manera que el trabajo eon toda la carga de co-
nexiones, independeneia y discreción que encierra inevitablemente, no quede
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sumido en un marco de desconfianza motivado en aquella falta de transparen-
cia o incoherencia.

En el caso del juez, en tanto cabeza de un grupo humano y de una tarea
que conlleva marcada discreción, se torna importante esta exigencia. Para de-
cirlo negativamente, si pensamos en un juez que conduce a sus empleados en
base a la mentira, la sospecha, la palabra que no respeta, etc, seguramente le re-
sultará más difícil imponer un espontáneo y confiable seguimiento. Cualquier
elemental manual de management y básica experiencia humana confirma cuán-
to se facilita la dirección de otros en la medida que ellos vean coherencia y
transparencia. Principalmente los abogados y colegas saben o tienen presente
alguna opinión en torno a la presencia o ausencia de esta exigencia ética a la
hora de entablar relaciones personales y profesionales, pues se trata de una no-
ta que incide fuertemente en la visión ética de los otros y,por ende, resulta ser
favorecedora o entorpecedora de esos contactos.

4.13. Austeridad republicana
Es ésta una exigencia que tiene íntima conexión con lãs circunstancias de

tiempo y lugar. Así, en la Argentina, e? el contexto de las serias dificultades eco-
nómicas y sociales que ha vivido en estos últimos tiempos, resulta razonable
la exigencia prevista en la ley de ética de la función pública de "austeridad
republicana" para sus funcionarios. Se trata de que éstos exhiban ciertos bie-
nes externos que guarden correspondencia con el nivel de limitaciones que pa-
dece la ciudadanía en general aI respecto. Parece poco razonable que haya fun-
cionarios que aparezcan ricos en medio de ciudadanos pobres que, aI mismo
tiempo y paradojalmente, son los que le pagan mensualmente sus salarios.

Esa exigencia prevista para los funcionarios públicos en general se pro-
yecta innegablemente para los jueces; más aún, la ciudadanía seguramente ve-
ría con maIos ojos a aquel juez que se preocupa desmedidamente por los bie-
nes externos, procurando lucir aquellos que resulten ser los más onerosos. No
se trata de deshonestidad, dado que puede tratarse de un juez privadamente muy
rico, pero lo que se le pide es que a la hora de adquirir bienes procure compu-
tar el nível de problemas económicos y sociales que padece la sociedad a la que
les prestará sus servicios judiciales. Incluso puede resultar comprensible que al-
guien vea en esa restricción algo incompatible con sus gustos y, por ende, op-
te por renunciar o no aceptar el cargo de juez. El contenido de esta exigencia
tiene esa dimensión histórica que rernite a una sociedad particular, por eso no
queda sólo librada a la mera conciencia ética deI juez implicado.
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4.14. Responsabilidad
En toda ética profesional se incluye esta exigencia que implica que el pro-

fesional esté dispuesto a "responder" por lo que ha hecho respecto de todos aquel-
los interesados o implicados -directa o indirectamente- en el trabajo prestado.
Es decir, que esta exigencia conlleva que eI profesional no eluda, ni transfiera,
ni entorpezca ese momento incluido en su servicio en eI que deberá brindar ex-
plicaciones, pedir disculpas, otorgar reparaciones, aceptar reproches, etc. En el
caso deI juez es posible discernir distintos ámbitos de la responsabilidad pro-
fesional: 1) penal: frente al juez competente respecto a su conducta tipificada
como delito; 2) civil: por los dafios reclamados por alguna de las partes ante el
juez competente; 3) administrativa o disciplinaria:que discernirá la autoridad ad-
ministrativa por los incumplimientos a las reglamentaciones administrativas
aplicables; 4) científica o académica: en tanto le corresponde al mundo acadé-
mico juzgarlo principalmente por medio de críticas o elogios acerca deI modo
en que operó el derecho y como ha quedado el mismo; 5) corporativa o cole-
giada: frente a sus colegas y miembros de un eventual Colegio o Asociación de
acuerdo a los Estatutos respectivos; 6) social: respecto a la sociedad en la que
presta servicios y la cuallo juzgará por medio de la opinión ciudadana, en tan-
to comprenda y tenga presente sus características, necesidades y pretensiones;
7) política o constitucional: los otros poderes dei Estado, según la clistribución
efectuada por la Carta Magna, veIan por el buen cumplimiento de la función y
tienen la competencia de remover aI juez en casos graves de incumplimiento; y
8) ética: su objeto es el mejor cumplimiento de la función; por eso, de algún mo-
do, esta responsabilidad es un género, en tanto aI incurrir el juez en cualquiera
de las responsabilidades arriba mencionadas esa falta tiene incidencia sobre esa
pretensión deI "mejor juez", pero también es una especie de responsabilidad par-
ticular o remanente, en tanto ante cualquier falta a ese propósito que no apa-
rezca respondida en las anteriores será la responsabilidad ética la que la asuma
(por ejemplo, el desorden en el juzgado o cierta descortesía para los abogados)
y también puede asumirla si algunos de los interesados en la excelencia judicial
encuentran insatisfecha su legítimapretensión al efectivizarse algunas de las otras
responsabilidad (por ejemplo, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal,
puede por el mismo comportamiento delictivo o dafioso exigírsele al juez una
responsabilidad ética, pero si hay una remoción por vía de la responsabilidad po-
lítica pareciera que se agota ya la responsabilidad ética, dado que no quedaria
remanente en tanto dejará de desempeiíarse como juez).
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5. Ética de comportamientos o ética de virtudes
Las exigencias resefiadas reclaman ciertos comportamientos, pero no lle-

gan a pretender necesariamente virtudes. En definitiva, ellas quedan satisfechas
si las cumplimos, no obstante que nos falte la intención, la habitualidad, y cier-
to agrado y facilidad. Aunque también es cierto que es probable que a fuerza
de reiterar los comportamientos respectivos se llegue a adquirir el hábito de los
mismos y, en consecuencia, comiencen a realizarse con "agrado y facilidad".Ade-
más, de alcanzarse la virtud se fortalecen las posibilidades deI "mejor" trabajo
y las presunciones de que efectivamente se ha hecho "bien" el trabajo. Recor-
demos que virtud significa fuerza y ellas efectivamente pueden significar una
"fuerza" especial que nos inclina aI bien. Precisamente Aristóteles reconoce en
la adquisición de los hábitos una especie de "segunda naturaleza" que sobre-
ponemos a la dada a cada uno, pues a fuerza de repetir un acto se va arraigan-
do una cierta inclinación y facilidad para hacerlo.

Por otro lado, la obtención de la virtud avanza sobre actos ajenos a la vi-
da profesional que tengan el mismo contenido u objeto, pues seria contradic-
torio con la afirmación de su existencia si aImismo tiempo' decimos que ella se
circunscribe a los actos profesionale~ pero está ausente en los actos no profe-
sionales que también entran en la materia de esa virtud. Así seria casi violato-
rio deI principio lógico de no contradicción afirmar de alguien que es "hones-
to" o "afable" dentro de tribunales, pero, aI mismo tiempo, es "deshonesto" o
"descortés" fuera de ese ámbito, y de existir esa persona que "es" y "no es" al
mismo tiempo en torno a esa particular virtud, lo más probable es que oculte
alguna enfermedad psicológica vinculada a personalidades esquizofrénicas o al-
go parecida. Exigir, en consecuencia, sólo comportamientos buenos o excelen-
tes y no virtudes es plante ar exigencias mínimas realistas, aunque una ética de
máximos o de virtudes será bienvenida y potenciadora de la confianza suscita-
da en torno a la tarea judicial. Pues la virtud -precisa Pieper, siguiendo al Aqui-
nate- es lo máximo a lo que puede aspirar el hombre (ultimum potentiae) [18], pe-
ro más allá de aspiraciones que es auspicioso que el juez personalmente las asu-
ma, lo que queremos insistir es en exigencias indisponibles para el juez.

Por sobre comportamientos y virtudes, nos interesa llamar la atención en
torno a que la vida humana no es una mera sumatoria desagregad~ de actos,
sino que ella reclama cierta unidad o coherencia. En efecto, la ética desde Aris-
tóteles tiene como objeto material no sólo actos y virtudes sino el ethos, carác-
ter o personalidad moral, o sea aquello que -parafraseando a Aranguren- va que-
dando a medida que va pasando la vida. Por supuesto que mientras dura la vi-
da ella permanece siempre abierta y modificable hasta el momento final o de-
finitivo de la muerte; pero la sucesión de la vida tiende y es saludable que se
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asuma con un cierto sentido o unidad que permita identificarIa con "esa" vi-
da o modo de conducirla. Más correcta y sintéticamente, esos actos, virtudes,
talante o pathos confi.guran una irrepetible vida que asume, principalmente a la
mirada de los otros, una cierta personalidad ética o ethosconforme al cual vivimos.
En sintonía con Leclerq, Aranguren escribe: "la vida del hombre forma un <<to-
do», de tal modo que cada unO de nuestros actos lleva en sí el peso de la vida
entera" [19], y este carácter unitario -aunque siempre cambiante- que procu-
ra la vida humana corresponde a lo que los griegos llamaban mos, que no era
simplemente la sucesión de la vida, sino ese proyecto vital en donde se inser-
taban los actos. En definitiva, eI bios apela a la experiencia humana que nos con-
fIrma que la vida moral no es una mera sumatoria desagregada de actos, sino
que -no obstante todas las modifIcaciones que en ella se suceden- ella reclama

cierta unidad o coherencia.
Esa riqueza y variedad de la ética profesional en general es puesta de

relieve inteligentemente por Andrés Ollero cuando al respecto distingue tres
campos: fIelde las exigencias éticas maximalistas destinadas a dar paso a una
persona modelo, perfeccionada en el ejercicio de su profesión; el de las exi-
gencias éticas capaces de preservar la confianza de los ciudadanos, median-
te el respeto de sus justas expectativas sobre el desarrollo de un razonable
modelo profesional; el de las exigencias éticas que, por hallarse más direc-
tamente vinculadas a valores y derechos constitucionales, se verían llama-
das a gozar de la protección de las normas jurídicas, o incluso la sanción

penal" [20].

6. Conclusión

La Comisión sobre el "Perfil deI]uez" creada en el seno de la Mesa deI Diá-
logo Argentino alcanzó importantes conclusiones [21], y entre ellas cabe des-
tacar la puntualización que para ser juez se requieren de cuatro idoneidades: la
fisica-sicológica, la técnico-jurídica, la gerencial y la ética. Precisamente ese per-
fll supone una superación de la mirada tradicional centrada sólo en el conoci-
miento y las habilidades jurídicas, y remite a un complejo de requerirnientos pa-
ra ejercer la función judicial. Es que en definitiva, a la sociedad lo que le in-
teresa es contar eon "buenos" o los "nlejores" jueees, y ésta es una definieión
que excede a lo jurídico e instala la consideración en el campo de la ética pro-.
fesional o ética aplicada. Responder a esas exigencias supondrá inevitable-
mente determinar el fin específico o el bien interno por el que cobra sentido
y legitimidad social la actividad judicial, averiguar cuáles son los medios ade-
cuados para generar racionalmente ese bien en la sociedad respecto a la cual
hablamos e indagar que comportamientos, virtudes o personalidad ética se re-
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quiere para alcanzar ese bien interno [22]. Pretender sectorizar o reducir aquel-
la preocupación a algunas de las actividades que cumple el juez, como por ejem-
pIo la interpretación jurídica, es ir contra la realidad humana y siglos de expe-
riencia en ese terreno.

Ministro da Corte Suprema de Justicia de Santa Fe (Argentina). Presidente da Junta Fe-
deral de Cortes y Superiores Tribunales de Justicia de las Provincias Argentinas. Pro-
fessor Titular de Filosofia do Direito - Universidades Nacional dei Litoral e Austral
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